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como consecuencia de una situación de indefensión
material, por lo que la demanda de amparo debe, en
este extremo, ser desestimada.

5. Tampoco ha sido vulnerado el «principio acusa-
torio» comprendido en el art. 24.2 C.E. Como señala
el Ministerio Fiscal, en el procedimiento penal abreviado
es en el escrito de acusación en el que se formaliza
o introduce la pretensión punitiva con todos sus ele-
mentos esenciales y formales y se efectúa una primera
delimitación del objeto del proceso, pues la pretensión
penal queda definitivamente fijada en las conclusiones
definitivas. En este sentido, tiene declarado este Tribunal
que «es el escrito de conclusiones definitivas el instru-
mento procesal que ha de considerarse esencial a los
efectos de la fijación de la acusación en el proceso»
(SSTC 141/1986, 20/1987, 91/1989; ATC 17/1992)
o, en otras palabras, que «el momento de la fijación
definitiva del objeto del proceso penal sucede en el escri-
to de conclusiones definitivas» (AATC 195/1991,
61/1992), siendo éstas, por lo tanto, las que determinan
los límites de la congruencia penal (STC 20/1987). Sin
necesidad de incidir en la mencionada doctrina cons-
titucional, es suficiente en el presente supuesto la lectura
de los escritos de acusación del Ministerio Fiscal y de
la acusación particular, de una parte, y de la Sentencia
condenatoria, de otra, para constatar que ha existido
una identidad absoluta entre los hechos punibles des-
critos en los escritos de acusación, los debatidos en el
juicio contradictorio y los declarados probados en la Sen-
tencia de instancia, que en su integridad confirma la
de la Audiencia Provincial, así como para apreciar que
no ha existido apartamiento alguno por parte de los órga-
nos judiciales de la calificación jurídica de aquellos
hechos propuesta por las acusaciones y de las penas
por éstas solicitadas.

Así pues, el recurrente en amparo, a quien se le dio
traslado de las actuaciones para que presentara el escrito
de defensa (art. 791.1 L.E.Crim.), ha tenido conocimiento
de las acusaciones contra él formuladas y oportunidad
de defenderse sobre la realidad de los hechos aducidos
por las acusaciones y sobre su ilicitud y punibilidad, de
la que efectivamente hizo uso como revela la lectura
de su escrito de defensa y del acta del juicio oral. De
otra parte, el pronunciamiento del órgano judicial se ha
circunscrito a los términos del debate procesal, tal y
como había sido formulado por las acusaciones y la
correspondiente defensa, existiendo una plena y abso-
luta correlación y congruencia entre las acusaciones y
el fallo de la Sentencia condenatoria. Por lo demás, el
hecho de que en la parte dispositiva del Auto de apertura
del juicio oral, resolución en la que el órgano judicial
se limitó a tener por formuladas las acusaciones y decre-
tó la apertura de dicho juicio oral, se hiciera constar
sólo uno de los delitos de los que se le acusaba al
recurrente en amparo, aun cuando pudiera constituir una
irregularidad procesal, le haya privado o limitado en
modo alguno el derecho de defensa.

Es de tener en cuenta, a estos efectos, que aunque
al Juez Instructor corresponde controlar la consistencia
o solidez de la acusación que se formula con las vin-
culaciones y excepciones previstas en la Ley, ese juicio,
de existir, «es un juicio negativo en virtud del cual el
Juez cumple funciones de garantía jurisdiccional, no de
acusación» (STC 186/1990, fundamento jurídico 4.o),
pues, tras enunciar la Ley la regla general de la vin-
culación del Instructor con la petición de apertura del
juicio oral, únicamente le permite denegarla, una vez
solicitada, cuando el hecho no sea constitutivo de delito
o ante la inexistencia de indicios racionales de crimi-
nalidad contra el acusado, en cuyo caso acordará el
sobreseimiento que proceda (art. 790.6 L.E.Crim.). Como
hemos señalado en la STC 54/1991, en el procedimien-

to abreviado al Juez Instructor le es necesaria para pro-
ceder a la apertura del juicio oral la existencia de una
acusación previa, ajena a él mismo, de modo que, al
no efectuarse una imputación judicial sino al limitarse
el Juez a dar traslado de una acusación plausible de
parte, no se requiere mayor motivación que el recor-
datorio de las previsiones legales oportunas (fundamento
jurídico 4.o).

En consecuencia, de la circunstancia de que en la
parte dispositiva del Auto de apertura del juicio oral se
mencionase sólo uno de los delitos de los que era acu-
sado el recurrente en amparo no puede inferirse, como
éste pretende, que sólo por el citado delito se acordase
la apertura del juicio oral, equiparando la falta de men-
ción expresa del resto de los ilícitos con que las acu-
saciones habían calificado jurídicamente los hechos a
un pronunciamiento implícito de sobreseimiento, máxi-
me cuando ningún razonamiento al respecto se contiene
en el Auto de apertura del juicio oral, en cuya funda-
mentación jurídica, con cita de las previsiones legales
oportunas, el Juez Instructor se limita a tener por for-
mulados los escritos de acusación.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por don
Fernando Rodríguez Galilea.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diecisiete de marzo de mil nove-
cientos noventa y ocho.—Alvaro Rodríguez Bereijo.—Pe-
dro Cruz Villalón.—Enrique Ruiz Vadillo.—Manuel Jiménez
de Parga y Cabrera.—Pablo García Manzano.—Firmados
y rubricados.

9472 Sala Primera. Sentencia 63/1998, de 17
de marzo de 1998. Recurso de amparo
3.563/1995. Contra Sentencia del Tribunal
Superior de Justicia del País Vasco que decla-
ró de oficio la falta de legitimación activa de
la demandante en amparo para recurrir en
suplicación la del Juzgado de lo Social núm. 1
de San Sebastián, así como contra Auto de
la Sala de lo Social del Tribunal Supremo inad-
mitiendo recurso de casación para la unifi-
cación de doctrina interpuesto contra la Sen-
tencia citada del Tribunal Superior de Justicia
del País Vasco. Vulneración del derecho a la
tutela judicial efectiva.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Pedro Cruz Villalón, don Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera y don Pablo García Manzano,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.563/95, interpuesto
por la empresa Anoeta, Unión Temporal de Empresas,
representada por la Procuradora de los Tribunales doña
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Esperanza Azpeitia Calvín y asistida por el Letrado don
José Manuel Martín Martín, contra la Sentencia de la
Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia del
País Vasco, de 6 de octubre de 1994, que declara de
oficio la falta de legitimación activa de «Anoeta, Unión
Temporal de Empresas» para recurrir en suplicación la
Sentencia del Juzgado de lo Social núm. 1 de San Sebas-
tián, de 28 de enero de 1994, y contra el Auto de la
Sala de lo Social del Tribunal Supremo, de 4 de julio
de 1995, por el que se inadmite el recurso de casación
para la unificación de doctrina interpuesto contra la Sen-
tencia citada del Tribunal Superior de Justicia del País
Vasco. Ha comparecido el Ministerio Fiscal y ha sido
Ponente el Presidente don Alvaro Rodríguez Bereijo,
quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 20 de
octubre de 1995, la representación procesal de la empre-
sa Anoeta, Unión Temporal de Empresas interpuso el
recurso de amparo del que se ha hecho mención en
el encabezamiento.

2. La demanda de amparo se basa, en síntesis, en
los siguientes hechos:

a) En 1992, la Inspección de Trabajo levantó acta
de infracción a la empresa «Rush-Construçoes e Inves-
timentos Limitada» (en adelante, «Rush»), subcontratista
de la empresa principal Anoeta, Unión Temporal de
Empresas (UTE), ahora recurrente en amparo. La infrac-
ción consistía en que los trabajadores de la empresa
«Rush», todos ellos de nacionalidad portuguesa, despla-
zados temporalmente para trabajar en las obras del futu-
ro estadio olímpico de Anoeta, habían percibido menores
salarios de los establecidos en el Convenio Colectivo
de la Construcción de Guipúzcoa, que para la Inspección
de Trabajo era el Convenio aplicable. Se proponía una
sanción de 500.000 pesetas y, en virtud de lo esta-
blecido en el art. 42.2 E.T. se consideraba responsable
solidaria a la empresa solicitante de amparo.

b) La empresa demandante de amparo formuló des-
cargos contra el acta, oponiéndose a la condición de
responsable solidaria que se le imputa respecto a la san-
ción impuesta a la subcontratista, en base al carácter
personalísimo que tiene cualquier responsabilidad que
nazca de una infracción. También la empresa «Rush»
formuló escrito de descargos rechazando, en primer
lugar, que el Convenio Colectivo de Guipúzcoa pudiera
aplicarse a trabajadores extranjeros de una empresa
igualmente extranjera desplazados a un lugar determi-
nado y alegando, en segundo término, que, aunque fuera
aplicable aquel Convenio, el mismo se estaría respe-
tando.

A la vista de que se discutía la aplicabilidad o ina-
plicabilidad del citado Convenio y, en su caso, la correcta
interpretación de los conceptos salariales de las nóminas
de los trabajadores, cuestiones cuyo conocimiento está
atribuido al orden social [art. 9.5 L.O.P.J., en relación
con el art. 2 a) y 1 L.P.L.] , la autoridad laboral acordó
iniciar procedimiento de oficio, de conformidad con lo
establecido en el art. 148.2 (hoy 149.2) L.P.L. La admi-
sión de la demanda provoca la suspensión del expediente
administrativo (art. 150.2 L.P.L.).

c) La demanda fue estimada por la Sentencia del
Juzgado de lo Social núm. 1 de San Sebastián, de 28
de enero de 1994, declarándose la aplicabilidad del Con-
venio Colectivo de la Construcción de Guipúzcoa. La Sen-
tencia razona que la solicitud deducida pretendía tan
sólo la emanación de una Sentencia «meramente decla-
rativa», «sin condena alguna al abono de cantidades o
a deducciones de responsabilidades en dicho abono, lo

que no empece que a la vista de la resolución dictada,
los trabajadores afectados ejerciten las acciones que a
su derecho convenga».

En el acto del juicio, la defensa letrada de la empresa
recurrente en amparo opuso la excepción de falta de
legitimación activa de la autoridad laboral, no para iniciar
el proceso, sino para actuar en él. La excepción fue esti-
mada por la Sentencia del Juzgado de lo Social, por
entender que la autoridad laboral impulsa el procedi-
miento, pero no es en rigor parte en el mismo y no
puede proponer pruebas o recurrir la Sentencia, siendo
partes únicamente los trabajadores interesados y la
empresa. De ahí que, en su fallo, la Sentencia del Juzgado
de lo Social dijera que «que debo estimar la excepción
de falta de legitimación activa interpuesta» por la empre-
sa solicitante de amparo, «y entrando a conocer del fondo
del asunto debo estimar la demanda de oficio inter-
puesta».

d) La empresa solicitante de amparo interpuso
recurso de suplicación contra la anterior Sentencia, soli-
citando su revocación y que se declarara la inaplica-
bilidad del Convenio Colectivo de la Construcción de
Guipúzcoa, o, subsidiariamente, para el caso de que fuera
aplicable, que el montante total de los conceptos sala-
riales abonados a los trabajadores era equiparable a los
conceptos salariales del Convenio Colectivo citado.

Pero la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal
Superior de Justicia del País Vasco, de 6 de octubre
de 1994, de oficio, declara «la falta de legitimación acti-
va» de la empresa recurrente en amparo «para recurrir
en suplicación la Sentencia absolutoria en la instancia
contra ella —por estimación de la opuesta excepción de
falta de legitimación pasiva—» y, en consecuencia, decla-
ra la firmeza de Sentencia dictada por el Juzgado de
lo Social. El Tribunal Superior de Justicia entiende que,
aunque el fallo de la Sentencia del Juzgado de lo Social
dice estimar la falta de legitimación «activa» interpuesta
por la entidad demandante de amparo, lo que en verdad
estima es la falta de legitimación «pasiva» de esta entidad
que había sido demandada. Para el Tribunal Superior
de Justicia la única empresa obligada a soportar las con-
secuencias del fallo declarativo es la empresa «Rush»,
quien no recurrió la Sentencia del Juzgado de lo Social.
El Tribunal Superior de Justicia añade que la cuestión
planteada bien podía haber sido objeto de recurso de
aclaración. En conclusión, para el Tribunal Superior de
Justicia, si la empresa ahora solicitante de amparo «alegó
su falta de legitimación pasiva en el litigio y su excepción
fue acogida resulta evidente que carece de legitimación
activa para recurrir» en suplicación. El Tribunal Superior
de Justicia añade que el Juzgado de lo Social se limita
a declarar la aplicabilidad del Convenio Colectivo, «de-
jando al margen otros pronunciamientos como pudiera
ser el de posibles responsabilidades —principal o sub-
sidiaria, mancomunada o solidaria— que pudieran deri-
varse de la existencia de subcontrata que cupiera, even-
tualmente, fueran objeto de litigio en el pleito individual
que pudiera plantearse en reclamación de cantidades
que no son objeto de condena» en la Sentencia del Juz-
gado; «precisamente por ello —se concluye— acoge (el
Juzgado) la excepción de falta de legitimación pasiva»
de la entidad demandante de amparo.

e) La entidad solicitante de amparo interpuso recur-
so de casación para la unificación de doctrina. Partiendo
de que la función de este recurso no es sólo unificar
doctrina, sino que, por imperativo del art. 24.1 C.E., tiene
además una función tuteladora —se dice, con cita de
la Sentencia del Tribunal Supremo, de 2 de abril 1991—,
el recurso denunciaba lesión del art. 24.1 C.E., citando
numerosas Sentencias del Tribunal Constitucional.

El recurso fue inadmitido por Auto de la Sala de lo
Social del Tribunal Supremo. En primer lugar, por incum-
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plimiento del requisito de recoger y expresar la relación
precisa y circunstanciada de la contradicción alegada,
toda vez que el recurso se limita a citar varias Sentencias
del Tribunal Constitucional (a juicio de la Sala de lo Social
del Tribunal Supremo no idóneas para acreditar la con-
tradicción, aunque sí pueden serlo para fundar la infrac-
ción legal), cinco Sentencias de la Sala de lo Social del
Tribunal Supremo y cuatro de la Sala de lo Social del
Tribunal Superior de Justicia de Madrid, pero sin hacer,
respecto de ellas, la exigible relación precisa y circuns-
tanciada. Y, en segundo término, por ausencia de con-
tradicción entre la Sentencia recurrida y las Sentencias
de contraste aportadas.

3. La demanda de amparo se interpone contra la
Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia del País Vasco y contra el Auto de la Sala
de lo Social del Tribunal Supremo, por considerar que
vulneran el art. 24.1 C.E., en relación con el art. 14 C.E.

Sostiene la demanda que se trata de resoluciones
irrazonadas, que incurren en incongruencia omisiva, que
no colaboran con las partes y que niegan el acceso al
recurso de suplicación, debiéndose recordar, en este sen-
tido, que las causas de inadmisión de los recursos deben
interpretarse restrictivamente y que las normas proce-
sales han de interpretarse en el sentido más favorable
para la satisfacción del derecho a la tutela judicial
efectiva.

La demanda subraya que ni en la instancia ni en el
recurso la entidad demandante opuso la excepción de
falta de legitimación pasiva. Lo que la Sentencia de ins-
tancia estimó fue la excepción de falta de legitimación
para ser parte de la autoridad laboral; pero nunca estimó
la falta de legitimación pasiva de la entidad demandante
de amparo.

La demanda solicita la anulación de la Sentencia y
del Auto impugnados y que se retrotraigan las actua-
ciones para que la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia del País Vasco examine el recurso de supli-
cación o, subsidiariamente, que la Sala de lo Social del
Tribunal Supremo resuelva el recurso de casación para
la unificación de doctrina. La demanda solicita, asimismo,
la suspensión de los efectos de la Sentencia del Tribunal
Superior de Justicia recurrida.

4. Por providencia de 30 de septiembre de 1996,
la Sección Segunda, con carácter previo a decidir sobre
la admisión del recurso de amparo, acuerda, de con-
formidad con lo previsto en el art. 88 LOTC, requerir
atentamente a la Sala de lo Social del Tribunal Supremo,
al Tribunal Superior de Justicia del País Vasco y al Juz-
gado de lo Social núm. 1 de San Sebastián, para que
en el plazo de diez días remitan, respectivamente, tes-
timonio del recurso de casación para la unificación de
doctrina, del escrito del recurso de suplicación y del de
su impugnación y testimonio del escrito de demanda,
acta del juicio y Sentencia dictada por el Juzgado de
lo Social.

5. Por providencia de 19 de mayo de 1997, la Sec-
ción Segunda acuerda: Tener por recibidos los testimo-
nios de actuaciones remitidos por la Sala de lo Social
del Tribunal Supremo, el Tribunal Superior de Justicia
del País Vasco y el Juzgado de lo Social núm. 1 de
San Sebastián; admitir a trámite la demanda de amparo;
y, de conformidad con lo dispuesto por el art. 51 LOTC,
requerir atentamente al Tribunal Superior de Justicia del
País Vasco y al Juzgado de lo Social núm. 1 de San
Sebastián para que en el plazo de diez días remitan tes-
timonio del recurso de suplicación núm. 1.408/94 y
del procedimiento núm. 690/92, respectivamente, inte-
resándose al propio tiempo el emplazamiento de quienes
fueron parte en el mencionado procedimiento, con

excepción de la empresa recurrente en amparo, ya per-
sonada, para que en el plazo de diez días puedan com-
parecer en este proceso constitucional, con traslado a
dichos efectos de copia de la demanda presentada. Se
acuerda, asimismo, formar la correspondiente pieza
separada de suspensión.

6. Por Auto de 16 de junio de 1997, la Sala Primera
de este Tribunal acuerda denegar la suspensión soli-
citada.

7. Tras recibirse los testimonios de las actuaciones
requeridos, la Sección Primera, por providencia de 14
de julio de 1997, acuerda tener por recibidos los men-
cionados testimonios y, de conformidad con lo dispuesto
por el art. 52 LOTC, dar vista de todas las actuaciones
del recurso de amparo, en la Secretaría de la Sala, por
un plazo común de veinte días, al Ministerio Fiscal y
a la solicitante de amparo, para que dentro de dicho
término puedan presentar las alegaciones que a su dere-
cho convenga.

8. La representación procesal de la empresa
recurrente en amparo presenta su escrito de alegaciones
el 24 de julio de 1997.

El escrito reitera y da por reproducida en su integridad
la demanda de amparo. Con todo, tras recordar que la
excepción alegada y aceptada por el Juzgado de Social
fue la de falta de legitimación activa de la autoridad
laboral, el escrito insiste en que la Sentencia de la Sala
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia ha vulnerado
el derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.)
de la empresa solicitante de amparo. En primer lugar,
por ser una resolución irrazonada, toda vez que no existe
razonamiento alguno respecto de las pretensiones del
recurso de suplicación, afirmando el órgano judicial que
en la instancia se estimó la excepción de falta de legi-
timación pasiva, que no fue alegada ante el Juzgado
de lo Social ni acogida por este órgano judicial, ni tam-
poco fue alegada en el recurso de suplicación. El Tribunal
Superior de Justicia confunde falta de legitimación activa
de la autoridad laboral con falta de legitimación pasiva
de las empresas codemandadas ante el orden social.
El escrito sostiene, en segundo lugar, que la Sentencia
del Tribunal Superior de Justicia elude resolver todas
las cuestiones y pretensiones planteadas, incurriendo así
en incongruencia. En tercer lugar, el órgano judicial falta
a su deber de colaborar con las partes. El escrito sostiene,
finalmente, que la empresa demandante de amparo tiene
derecho a acceder al recurso de suplicación. La entidad
solicitante de amparo es demandada como responsable
solidaria en el acta de infracción que se halla en el origen
de la demanda de oficio de la autoridad laboral. Por
lo que aquella entidad tiene interés legítimo en recurrir,
defendiendo la inaplicabilidad del Convenio Colectivo de
la Construcción de Guipúzcoa. El escrito afirma que las
causas de inadmisión de los recursos deben interpretarse
restrictivamente y que las normas procesales han de
interpretarse en el sentido más favorable para la satis-
facción del derecho a la tutela judicial efectiva.

9. El Ministerio Fiscal presenta su escrito de ale-
gaciones el 12 de septiembre de 1997.

Tras recordar los antecedentes del caso, el Ministerio
Fiscal califica de patente la equivocación de la Sala de
lo Social del Tribunal Superior de Justicia, pues, frente
a lo que entendió éste, la empresa solicitante de amparo
no alegó ante el Juzgado de lo Social la excepción de
falta de legitimación pasiva ni dicha excepción fue aco-
gida por el Juzgado. Por todo lo cual, el Ministerio Fiscal
solicita que se otorge el amparo y que se anule la Sen-
tencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de
Justicia.
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10. Por providencia de 16 de marzo de 1998, se
señaló para deliberación y votación de la presente Sen-
tencia el día 17 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. Según se recoge con mayor detalle en el apartado
segundo de los antecedentes, en el procedimiento de
oficio seguido ante el Juzgado de lo Social núm. 1 de
Guipúzcoa como consecuencia de la comunicación diri-
gida por la autoridad laboral (en la actualidad,
art. 149.2 L.P.L.), la empresa solicitante de amparo opuso
la excepción de falta de legitimación activa de la auto-
ridad laboral, no para iniciar el proceso —lo que no se
negaba—, sino para actuar en él. La excepción fue esti-
mada por la Sentencia del Juzgado de lo Social, por
entender que la autoridad laboral impulsa el procedi-
miento, pero no es en rigor parte en el mismo y no
puede proponer pruebas o recurrir la Sentencia, siendo
partes únicamente los trabajadores interesados y la
empresa. De ahí que, en su fallo, la Sentencia del Juzgado
de lo Social dijera «que debo estimar la excepción de
falta de legitimación activa interpuesta» por la empresa
ahora solicitante de amparo, «y entrando a conocer del
fondo del asunto debo estimar la demanda de oficio
interpuesta».

El fondo del asunto consistía en si debía o no aplicarse
el Convenio Colectivo de la Construcción de Guipúzcoa
a los trabajadores de la empresa subcontratista de la
empresa ahora recurrente en amparo. Estos trabajado-
res, todos ellos de nacionalidad portuguesa, habían sido
desplazados temporalmente por su empresa, también
portuguesa, subcontratista de la entidad solicitante de
amparo, para trabajar en las obras del futuro estadio
olímpico de Anoeta. La Inspección de Trabajo levantó
acta de infracción a la empresa subcontratista por haber
abonado a los trabajadores menos salarios de los esta-
blecidos en el Convenio Colectivo citado, proponiendo
una sanción de 500.000 pesetas, considerando respon-
sable solidaria a la empresa solicitante de amparo, en
virtud de lo establecido en el art. 42.2 E.T. A la vista
de que en los escritos de descargos se discutía la apli-
cabilidad o no del Convenio Colectivo de la Construcción
de Guipúzcoa, la autoridad laboral acordó dirigir la comu-
nicación al Juzgado de lo Social, conforme a lo dispuesto
actualmente en el art. 149.2 L.P.L. En el procedimiento
de oficio iniciado por esta comunicación, el Juzgado de
lo Social declaró la aplicabilidad del Convenio Colectivo
controvertido a los trabajadores de la empresa sub-
contratista.

La empresa solicitante de amparo interpuso recurso
de suplicación contra la Sentencia del Juzgado de lo
Social, solicitando su revocación y que se declarara la
inaplicabilidad del Convenio Colectivo de la Construcción
de Guipúzcoa, o, subsidiariamente, para el caso de que
fuera aplicable, que el montante total de los conceptos
salariales abonados a los trabajadores era equiparable
a los conceptos salariales del Convenio Colectivo citado.

Pero la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal
Superior de Justicia del País Vasco recurrida en amparo
declara de oficio «la falta de legitimación activa» de la
empresa recurrente en amparo «para recurrir en supli-
cación la Sentencia absolutoria en la instancia contra
ella —por estimación de la opuesta excepción de falta
de legitimación pasiva—» y, en consecuencia, declara
la firmeza de la Sentencia dictada por el Juzgado de
lo Social. El Tribunal Superior de Justicia entiende que,
aunque el fallo de la Sentencia del Juzgado de lo Social
dice estimar la falta de legitimación «activa» interpuesta
por la entidad demandante de amparo, lo que en verdad
estima es la falta de legitimación «pasiva» de esta enti-
dad, que había sido demandada ante el Juzgado. Para

el Tribunal Superior de Justicia la única empresa obligada
a soportar las consecuencias del fallo declarativo es la
empresa subcontratista, quien no recurrió la Sentencia
del Juzgado de lo Social. El Tribunal Superior de Justicia
añade que la cuestión planteada bien podía haber sido
objeto de recurso de aclaración. En conclusión, para el
Tribunal Superior de Justicia, si la empresa ahora soli-
citante de amparo «alegó su falta de legitimación pasiva
en el litigio y su excepción fue acogida resulta evidente
que carece de legitimación activa para recurrir» en
suplicación.

2. Reiteradamente ha dicho este Tribunal que el
derecho a la tutela judicial efectiva se vulnera cuando
la resolución judicial es fruto de un razonamiento que
no se corresponde con la realidad, o, en otros términos,
cuando es consecuencia de un error patente o manifiesto
y dicho error es determinante de la decisión adoptada,
por ser el «soporte único o básico de la resolución, de
modo que, constatada su existencia, la fundamentación
jurídica pierda el sentido y alcance que la justificaba
y no pueda conocerse cual hubiese sido el sentido de
la resolución de no haberse incurrido en el mismo» (STC
124/1993, fundamento jurídico 3).

Como sintetiza la STC 124/1997, dictada, asimismo,
en un supuesto relacionado con la Sala de lo Social
del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, el control
por parte de este Tribunal se debe proyectar sobre una
resolución judicial que es consecuencia de un error
patente que produce efectos negativos en la esfera jurí-
dica del ciudadano (SSTC 172/1985, 190/1990 y
101/1992; asimismo, las más recientes SSTC
160/1996, 175/1996 y 54/1997); en estos casos, el
recurso de amparo es el cauce adecuado para establecer
el derecho a la tutela judicial efectiva (SSTC 190/1990
y 101/1992, en relación con las SSTC 55/1993 y
107/1994). En similares términos, cabe mencionar la
STC 117/1996 que, en relación con la doctrina del error
patente, cita las SSTC 55/1993, 124/1993, 107/1994,
203/1994 y 5/1995. Hay que recordar, en todo caso,
que un error es patente cuando es inmediatamente veri-
ficable de forma incontrovertible a partir de las actua-
ciones judiciales (SSTC 219/1993 y 162/1995). Y, asi-
mismo, que se requiere que el yerro sea determinante
de la decisión adoptada, constituyendo el soporte único
o básico de la resolución (ratio decidendi)(SSTC
55/1993, 124/1993, 107/1994, 203/1994, 5/1995,
13/1995, 117/1996, 160/1996 y 58/1997).

3. La empresa demandante de amparo, al igual que
el Ministerio Fiscal, afirma que la Sentencia de la Sala
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia recurrida
en amparo incurre en un error. Ni en la instancia ni en
el recurso de suplicación —se alega— la entidad deman-
dante opuso la excepción de falta de legitimación pasiva.
Lo que la Sentencia del Juzgado de lo Social estimó
es la excepción de falta de legitimación activa para ser
parte de la autoridad laboral; pero nunca estimó —se
concluye— la falta de legitimación pasiva de la entidad
demandante de amparo.

El examen de las actuaciones judiciales conduce ine-
quívocamente a dar la razón a la entidad solicitante de
amparo, como sostiene, asimismo, el Ministerio Fiscal.

En efecto, todo parte de un error cometido por la
Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia del País Vasco. La Sentencia del Juzgado
de lo Social había estimado la excepción de falta de
legitimación activa opuesta por la entidad ahora deman-
dante de amparo y mediante la cual negaba que la auto-
ridad laboral pudiera ser parte en el procedimiento. En
ningún momento nadie opuso, y menos la entidad
demandante de amparo, la excepción de falta de legi-
timación pasiva de esta entidad, ni tampoco fue apre-
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ciada de oficio por el órgano judicial. Sin embargo, el
Tribunal Superior de Justicia interpretó que esta excep-
ción de falta de legitimación pasiva para comparecer
como demandada de la entidad solicitante de amparo
era la que había sido estimada en la instancia. Y es
aquí donde comienza el error que lleva al Tribunal Supe-
rior de Justicia a declarar de oficio la falta de legitimación
activa de la entidad solicitante de amparo para recurrir
en suplicación «la Sentencia absolutoria» de instancia
«por estimación de la opuesta excepción de falta de
legitimación pasiva» opuesta por aquella entidad. Y el
caso es que ni la entidad demandante de amparo opuso
en ningún momento la excepción de falta de legitimación
pasiva para ser y comparecer como demandada (no dis-
cutía ni rechazaba nada de esto), ni tampoco la Sentencia
de instancia estimó esta excepción. Lo que se opuso,
y fue estimado, era la falta de legitimación activa de
la autoridad laboral para ser parte.

En consecuencia, es patentemente errónea la apre-
ciación del Tribunal Superior de Justicia de que la Sen-
tencia del Juzgado de lo Social fue «absolutoria» para
la empresa solicitante de amparo. Como igualmente lo
es afirmar que sólo la empresa subcontratista, y no la
empresa demandante de amparo, es «la empresa obli-
gada a soportar las consecuencias» del fallo de la Sen-
tencia dictada por el Juzgado de lo Social. Nada de lo
anterior se corresponde con la realidad. El Tribunal Supe-
rior de Justicia entiende que el único defecto de la Sen-
tencia del Juzgado Social radica en que afirma estimar
la falta de legitimación activa cuando aquella Sentencia
—«con claridad meridiana», dice el Tribunal Superior de
Justicia— verdaderamente estima la falta de legitimación
pasiva de la empresa solicitante de amparo, lo que, en
la apreciación del Tribunal Superior de Justicia, no sería
sino una mera «irregularidad formal» sin entidad inva-
lidante de la Sentencia y que «fácilmente pudiera haber
sido objeto de recurso de aclaración del fallo —no inten-
tado—». Pero, como se viene diciendo, la apreciación
del Tribunal Superior de Justicia es fruto de un error
patente, pues en el proceso seguido ante el Juzgado
de lo Social no se opuso la excepción de falta de legi-
timación pasiva de la empresa recurrente en amparo,
ni ésta excepción fue estimada por el órgano judicial,
ni, en fin, aquella empresa fue absuelta por el Juzgado
de lo Social. En el acto del juicio, la excepción que se
opuso fue la falta de legitimación activa de la autoridad
laboral, sin que en ningún momento se alegara ni esti-
mara por el Juzgado de lo Social la falta de legitimación
pasiva de la empresa demandante de amparo.

4. La aplicación de las anteriores premisas al pre-
sente supuesto conduce derechamente a otorgar el
amparo solicitado.

En efecto, el error en el que incurrió la Sala de lo
Social del Tribunal Superior de Justicia es, en primer
lugar, inmediatamente verificable de forma incontrover-
tible. La Sala apreció que, ante el Juzgado de lo Social,
la empresa demandante había opuesto como excepción
su falta de legitimación pasiva y que la excepción había
sido acogida por el órgano judicial, cuando lo que en
verdad había alegado la empresa recurrente y estimado
el Juzgado de lo Social era la falta de legitimación activa
de la autoridad laboral.

En consecuencia, y en segundo lugar, la apreciación
de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
no se corresponde con la realidad.

En tercer lugar, el error del que parte la Sala es el
soporte único de la Sentencia, pues la resolución declara
la falta de legitimación activa de la empresa solicitante
de amparo para recurrir en suplicación por la única razón
de que el órgano judicial parte equivocadamente de que
aquella empresa había obtenido del Juzgado de lo Social

una Sentencia absolutoria, al haber apreciado el Juzgado
—se decía erróneamente— la falta de legitimación pasiva
de la empresa recurrente. Constatado el error del que
parte la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal
Superior de Justicia, la fundamentación jurídica de la
Sentencia pierde todo el sentido y el alcance que la
justificaba.

Finalmente, la Sentencia recurrida en amparo pro-
duce efectos negativos en la esfera jurídica de la empresa
recurrente en amparo. La Sala de lo Social del Tribunal
Superior de Justicia ha declarado que carecía de legi-
timación activa para recurrir en suplicación la Sentencia
«absolutoria» —dice equivocadamente— dictada por el
Juzgado de lo Social. Y el caso es que, como se viene
reiterando, la Sentencia del Juzgado no fue absolutoria
para la entidad solicitante de amparo, toda vez que dicha
Sentencia no estimó su falta de legitimación pasiva para
ser demandada ante el Juzgado de lo Social, sino que
—se dirá una última vez— estimó la falta de legitimación
activa de la autoridad laboral para ser parte en el proceso
de oficio.

5. Todo lo hasta aquí expuesto conduce a declarar
la nulidad de la Sentencia de la Sala de lo Social del
Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, retrotra-
yendo las actuaciones a fin de que aquella Sala dicte
con libertad de criterio nuevo pronunciamiento, en el
que no incurra en el error de considerar que la Sentencia
del Juzgado fue absolutoria para la entidad demandante
de amparo por estimar su falta de legitimación pasiva
para ser demandada.

Ahora bien, la demanda de amparo no se limita a
solicitar la nulidad de la Sentencia de la Sala de lo Social
del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, sino
que solicita, asimismo, la nulidad del Auto de la Sala
de lo Social del Tribunal Supremo que inadmitió el recur-
so de casación para la unificación de doctrina interpuesto
contra la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia.

Sin embargo, no puede accederse a esta ultima soli-
citud. Con independencia ahora de que para la Sala de
lo Social del Tribunal Supremo el recurso de casación
para la unificación de doctrina no expresaba la relación
precisa y circunstanciada de la contradicción alegada,
lo cierto es que aquella Sala inadmitió el recurso por
ausencia de contradicción entre la Sentencia del Tribunal
Superior de Justicia recurrida y las Sentencias de con-
traste aportadas. Por lo demás, el hecho de que la Sala
de lo Social del Tribunal Supremo interprete que las Sen-
tencias del Tribunal Constitucional no son idóneas para
acreditar la contradicción, aunque sí pueden lógicamente
serlo para fundar la infracción legal, no puede consi-
derarse lesivo del art. 24.1 C.E., no ya por el tenor literal
del art. 217 L.P.L., sino por la propia finalidad del recurso
de casación para la unificación de doctrina, que no es
otra que garantizar la interpretación uniforme de la Ley
y evitar la dispersión derivada de múltiples Tribunales
Superiores de Justicia, asegurando la primacía jurisdic-
cional del Tribunal Supremo (STC 39/1998).

Así las cosas, no cabe apreciar que la Sala de lo
Social del Tribunal Supremo haya lesionado el derecho
a la tutela judicial efectiva de la empresa recurrente de
amparo. No resulta posible, en consecuencia, anular el
Auto de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo y
basta con declarar la nulidad de la Sentencia de la Sala
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia del País
Vasco, retrotrayendo las actuaciones a fin de que dicha
Sala dicte nuevo pronunciamiento.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,
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Ha decidido

Otorgar parcialmente el amparo solicitado por la
empresa Anoeta, Unión Temporal de Empresas y, en
consecuencia:

1.o Reconocer el derecho fundamental de la empre-
sa recurrente a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.).

2.o Declarar la nulidad de la Sentencia de la Sala
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia del País
Vasco, de 6 de octubre de 1994.

3.o Ordenar la retroacción de actuaciones, a fin de
que por la Sala de lo Social del Tribunal Superior de
Justicia del País Vasco se dicte nueva resolución pro-
cedente en Derecho, que no conduzca a la inadmisión
del recurso con base en la falta de legitimación activa
de la recurrente.

4.o Desestimar la demanda en todo lo demás.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diecisiete de marzo de mil nove-
cientos noventa y ocho.—Alvaro Rodríguez Bereijo.—Pe-
dro Cruz Villalón.—Enrique Ruiz Vadillo.—Manuel Jiménez
de Parga y Cabrera.—Pablo García Manzano.—Firmados
y rubricados.

9473 Sala Primera. Sentencia 64/1998, de 17 de
marzo de 1998. Recurso de amparo
143/1996. Contra providencia dictada por el
Juzgado de lo Social núm. 16 de Madrid en
ejecución de Sentencia dimanante de autos
de reclamación de cantidad en procedimiento
laboral por la que se declara no haber lugar
a proveer recurso de reposición. Supuesta vul-
neración del derecho a la tutela judicial
efectiva.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Pedro Cruz Villalón, don Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera y don Pablo García Manzano,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 143/96, promovido
por don Adolfo Mecerreyes Modrón, don Florentino Her-
nangil Benito, don Rudesindo Delgado Pérez, don Alonso
Martín Sanz, don Juan Peña Mozo, don Macario Blanco
González, don Domingo Poyo Velasco, don Justiniano
Gutiérrez Muñoz y don Gregorio González Alonso, repre-
sentados por el Procurador de los Tribunales don Luis
Estrugo Muñoz y asistidos del Letrado don Gonzalo
Domínguez de Córdova interpuesto contra la providencia
de 14 de diciembre de 1995, dictada por el Juzgado
de lo Social núm. 16 de Madrid, en la ejecución de
Sentencia núm. 81/88, dimanante de los autos 727/88.
Ha intervenido la Comunidad Autónoma de Madrid repre-
sentada por don Antonio Celada Álvarez, Letrado de sus
Servicios Jurídicos, y el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente
el Magistrado don Enrique Ruiz Vadillo, quien expresa
el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el día 12
de enero de 1996, don Luis Estrugo Muñoz, Procurador
de los Tribunales, y de don Adolfo Mecerreyes Modrón,
don Florentino Hernangil Benito, don Rudesindo Delgado
Pérez, don Alonso Martín Sanz, don Juan Peña Mozo,
don Macario Blanco González, don Domingo Poyo Velas-
co, don Justiniano Gutiérrez Muñoz y don Gregorio Gon-
zález Alonso, asistidos del Abogado don Gonzalo de Cór-
dova, interpuso recurso de amparo contra la providencia
de 14 de diciembre de 1995, dictada por el Juzgado
de lo Social núm. 16 de Madrid, en la ejecución de
Sentencia núm. 81/88, dimanante de los autos 727/88,
por la que se declara no haber lugar a proveer recurso
de reposición.

2. Los hechos sucintamente expuestos, en los que
se fundamenta la demanda, son los que siguen:

A) Los recurrentes, sacerdotes de profesión, ejer-
cían su cometido de capellanes en los distintos centros
hospitalarios de Madrid y su provincia, mediante contrato
laboral, encuadrados en la A.I.N.S. e incluidos normal-
mente en los correspondientes Convenios Colectivos del
sector, pasando posteriormente a quedar adscritos a la
Comunidad Autónoma de Madrid, como consecuencia
de la transferencia de competencias, momento desde
el cual los capellanes fueron obviados en los diversos
Convenios Colectivos posteriores, y mantenidos con su
misma remuneración sin percibir aumentos salariales,
no obstante las reclamaciones que formularon ante los
Departamentos de la Comunidad Autónoma de Madrid.

B) Dichos solicitantes formularon demanda el 29
de agosto de 1988 ante la jurisdicción laboral sobre
derechos y reclamación de cantidad, correspondiendo
conocer de la misma al Juzgado de lo Social núm. 16
de Madrid, el cual dictó Sentencia estimatoria de la mis-
ma el 3 de julio de 1990.

C) La expresada Sentencia condenaba a la Comu-
nidad Autónoma de Madrid a una doble prestación, por
un lado, declara el derecho de los demandantes a ser
incluidos en el Convenio Colectivo de Sanidad con la
categoría profesional y la remuneración de titulados
superiores, y, por otro, a pagar a cada uno de los deman-
dantes la cantidad de 2.231.489 pesetas, como dife-
rencia de salarios dejados de percibir hasta la fecha de
la Sentencia.

Por la Comunidad Autónoma de Madrid se interpuso
contra la misma el consiguiente recurso de suplicación,
siendo confirmada por el Tribunal Superior de Justicia
de Madrid en Sentencia de 24 de junio de 1992.

D) Después de promovido un incidente sobre rec-
tificación de cantidades, que fue aceptado en primera
instancia y desestimado en el Tribunal Superior, la Sen-
tencia dictada en los referidos autos, devino firme y defi-
nitiva el 25 de noviembre de 1993, por lo que los
recurrentes instaron la ejecución de dicha Sentencia fir-
me, solicitando las siguientes pretensiones: a) Que se
procediera igualmente al pago a cada uno de los deman-
dantes de 2.231.489 pesetas más los intereses; b) a
satisfacer con efecto 1 de agosto de 1990, las dife-
rencias salariales entre lo cobrado por nómina y lo que
debieron cobrar según la Sentencia; c) que se procediera
igualmente a rectificar las nóminas de acuerdo con lo
establecido en la Sentencia; y d) el pago de las costas
de la ejecución.

E) Admitido el escrito de ejecución en los términos
solicitados, se acordó requerir a la representación de
la Comunidad Autónoma de Madrid para que diese cum-
plimiento a la Sentencia; sin embargo, la demandada
no atendió el requerimiento ni dio cumplimiento a la
misma, lo que motivó la concesión de varios nuevos


